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PERSONAS INDÍGENAS. GRADO DE RELEVANCIA DEL CONOCIMIENTO DE LA LENGUA
PARA LA APLICACIÓN DE LAS PREVISIONES DEL ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
En algunas de sus resoluciones, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el
grado de competencia en lengua española es relevante para determinar el alcance de la previsión
según la cual las personas indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidas por
intérpretes y defensores que conozcan su lengua y cultura, lo cual es entendible dada la necesidad
de racionalizar el uso de los recursos en el sistema de administración de justicia y armonizar en un
escenario muy concreto las funciones y necesidades de todos los intervinientes en juicio. Sin
embargo, los derechos que la Constitución Federal adjunta a la condición de ser una persona
indígena son variados: algunos tienen un contenido lingüístico específico pero la mayoría carecen
de él y respecto de ellos deben aplicarse los criterios generales que derivan del artículo 2o., que
apelan a la articulación (total o parcial) de las personas en torno a instituciones sociales,
económicas, culturales y políticas propias (en el caso de los pueblos indígenas), a la identificabilidad
de algún tipo de unidad social, económica y cultural en torno a un territorio y a ciertos usos y
costumbres (en el caso de las comunidades indígenas) así como al criterio de la auto-adscripción.
Estos criterios en modo alguno permiten definir lo indígena sobre la base de la competencia
monolingüe en lengua indígena. El derecho a que se tomen en consideración las costumbres y
especificidades propias de los indígenas en los juicios y procedimientos de que sean parte no es un
derecho de contenido lingüístico, ni es por tanto un derecho cuyos titulares puedan delimitarse con
los criterios usados por la Primera Sala para efectos del ejercicio de un derecho completamente
distinto.
  
  
Amparo directo en revisión 1624/2008. 5 de noviembre de 2008. Mayoría de tres votos. Disidentes:
José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.
Secretario: Roberto Lara Chagoyán.
 
Nota: Sobre el tema tratado en esta tesis, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación emitió la jurisprudencia 1a./J. 115/2013 (10a.), publicada el viernes 6 de diciembre de 2013,
a las 6:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta del Semanario Judicial de
la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo I, diciembre de 2013, página 281, de rubro:
"PERSONAS INDÍGENAS. GRADO DE RELEVANCIA DEL CONOCIMIENTO ESPAÑOL PARA LA
APLICACIÓN DE LAS PREVISIONES DEL ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS."
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PERSONAS INDÍGENAS BILINGÜES O MULTILINGÜES. ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN
DEL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
No puede afirmarse que la previsión constitucional que obliga a tener en cuenta las costumbres y
especificidades culturales de las personas indígenas en los juicios y procedimientos de que sean
parte solamente resulta aplicable a quienes hablan una lengua indígena y además de ello no
entienden ni hablan español. Por el contrario, la persona indígena cuyos derechos tutela la
Constitución Federal es paradigmáticamente la persona multilingüe, que tiene derecho a obtener del
Estado tanto el apoyo necesario para poder vivir plenamente en su lengua materna como el
necesario para acceder a una comunidad política más amplia mediante el conocimiento del español.
Definir lo "indígena" a partir del criterio de la competencia monolingüe en lengua indígena sería
incompatible con la garantía de derechos constitucionales como el de recibir una educación
adecuada o gozar de lo esencial para incorporarse igualitariamente al sistema productivo. Tan
incompatibles con la Constitución son las políticas asimilacionistas tradicionales, que perseguían la
desaparición de las lenguas indígenas, desconocían el derecho de las personas a transmitirlas y
usarlas privada y públicamente y convertían la condición de hablante de lengua indígena en un
locus permanente de discriminación y subordinación, como lo sería ahora una política que
condicionara el mantenimiento de la condición de ser o sentirse persona indígena al hecho de no
conocer el español. A nivel individual, ello implicaría condenar a las personas indígenas a la
desventaja que la totalidad de las previsiones del artículo 2o. constitucional está centralmente
destinada a erradicar, mientras que a nivel colectivo, dejaría sin ámbito de aplicación a todas las
disposiciones que se refieren a comunidades y pueblos indígenas (que no son monolingües) y
convertiría el artículo 2o. en un mero ejercicio expresivo, sin potencial jurídico transformativo real.
  
  
Amparo directo en revisión 1624/2008. 5 de noviembre de 2008. Mayoría de tres votos. Disidentes:
José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.
Secretario: Roberto Lara Chagoyán.
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PERSONAS INDÍGENAS BILINGÜES O MULTILINGÜES. ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN
DEL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
Ya esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a.
CCVIII/2009, publicada en la página 293 del Tomo XXX, diciembre de 2009, del Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, ha dicho que es incorrecto afirmar que la citada previsión
constitucional que obliga a tener en cuenta las costumbres y especificidades culturales de las
personas indígenas en los juicios y procedimientos en que sean parte, sólo resulta aplicable para
quienes hablan una lengua indígena y además no entienden ni hablan español. Al respecto, se
reitera que, por el contrario, la persona indígena, cuyos derechos tutela la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, es paradigmáticamente la persona multilingüe, que tiene derecho a
obtener del Estado, tanto el apoyo necesario para poder vivir plenamente en su lengua materna
como el necesario para acceder a una comunidad política más amplia mediante el conocimiento de
la referida lengua. Así, definir lo "indígena" a partir del criterio de la competencia monolingüe en
lengua indígena sería incompatible con la garantía de derechos constitucionales como la de recibir
una educación adecuada o de gozar de lo esencial para incorporarse igualitariamente al sistema
productivo. Tan incompatibles con la Constitución Federal son las políticas asimilacionistas
tradicionales, que perseguían la desaparición de las lenguas indígenas, desconocían el derecho de
las personas a transmitirlas y usarlas privada y públicamente, y convertían la condición de hablante
de lengua indígena en un locus permanente de discriminación y subordinación, como lo sería ahora
una política que condicionara el mantenimiento de la autodefinición como persona indígena al hecho
de no conocer el español. A nivel individual, ello implicaría condenar a las personas indígenas a la
desventaja que la totalidad de las previsiones del artículo 2o. constitucional está destinada
centralmente a erradicar, mientras que, a nivel colectivo, dejaría sin ámbito de aplicación todas las
disposiciones que se refieren a comunidades y pueblos indígenas (que no son monolingües) y
convertiría a dicho precepto en un ejercicio expresivo, sin potencial jurídico transformativo real.
  
  
Amparo directo 36/2012. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I.
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana Turral, José
Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín
Sena Velázquez.
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que se refiere a la
concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón Cossío Díaz reservaron su
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a./J. 114/2013 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez.
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío
Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina
Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral.
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que se refiere a la concesión
del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho para
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio
Veredín Sena Velázquez.
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos por lo que se refiere a la concesión del
amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge
Roberto Ordóñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez.
 
Tesis de jurisprudencia 114/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de treinta de octubre de dos mil trece.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2013 a las 06:00 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de
diciembre de 2013, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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PERSONAS INDÍGENAS. GRADO DE RELEVANCIA DEL CONOCIMIENTO DEL ESPAÑOL PARA
LA APLICACIÓN DE LAS PREVISIONES DEL ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el grado de conocimiento del español
es relevante para determinar el alcance de la previsión establecida en el citado precepto, según la
cual las personas indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidas por intérpretes y
defensores que conozcan su lengua y cultura, lo cual es entendible por la necesidad de racionalizar
el uso de los recursos en el sistema de administración de justicia y armonizar en un escenario
concreto las funciones y necesidades de todos los intervinientes en juicio. Sin embargo, los
derechos que la Constitución Federal adjunta a la condición de ser una persona indígena son
variados: algunos tienen un contenido lingüístico específico pero la mayoría carecen de él. Así,
respecto de ellos deben aplicarse los criterios generales derivados del artículo 2o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos que apelan a la articulación (total o parcial) de las
personas en torno a instituciones sociales, económicas, culturales y políticas propias (en el caso de
los pueblos indígenas), a la identificabilidad de algún tipo de unidad social, económica y cultural en
torno a un territorio y a ciertos usos y costumbres (en el caso de las comunidades indígenas), así
como al criterio de la autoconciencia o autoadscripción como indígena, los cuales no permiten
definir lo "indígena" sobre la base de la competencia monolingüe en lengua indígena. Así, el
derecho a que se tomen en consideración las costumbres y especificidades propias de los
indígenas en los juicios y procedimientos en que sean parte, no es de contenido lingüístico ni es,
por tanto, un derecho cuyos titulares puedan delimitar con los criterios usados por esta Primera Sala
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para efectos del ejercicio de un derecho
completamente distinto.
  
  
Amparo directo 36/2012. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I.
Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana Turral, José
Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín
Sena Velázquez.
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que se refiere a la
concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón Cossío Díaz reservaron su
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina
Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez.
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío
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Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina
Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral.
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que se refiere a la concesión
del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho para
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio
Veredín Sena Velázquez.
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos por lo que se refiere a la concesión del
amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge
Roberto Ordóñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez.
 
Tesis de jurisprudencia 115/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de treinta de octubre de dos mil trece.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2013 a las 06:00 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de
diciembre de 2013, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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PERSONAS INDÍGENAS. LAS PRERROGATIVAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o.,
APARTADO A, FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS, PUEDEN EXIGIRSE EN CUALQUIER TIPO DE JUICIO O MOMENTO PROCESAL.
  
  
Del precepto constitucional citado se advierte que el derecho de las personas indígenas a acceder
plenamente a la jurisdicción del Estado incluye que en todo tipo de juicio o procedimiento en el que
sean parte, individual o colectivamente, deben considerarse sus costumbres y especificidades
culturales, así como que en todo tiempo sean asistidos por intérpretes y defensores que tengan
conocimiento de su lengua y cultura. Este estándar normativo, inserto en un sistema de protección
especial, previsto también a nivel internacional -en el artículo 12 del Convenio 169 sobre Pueblos
Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo- no
distingue materia (civil, mercantil, laboral, penal, agraria, etcétera), ni momento procesal (primera o
segunda instancias, juicio de amparo, etcétera) en los juicios y procedimientos aludidos.
Consecuentemente, las prerrogativas previstas en el artículo 2o., apartado A, fracción VIII, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pueden exigirse en cualquier tipo de juicio y
momento procesal, sin estar restringidas material o temporalmente, ya que, cualquier otra
interpretación sería inconsistente no sólo con la letra del precepto, sino con el principio pro persona
establecido en la propia Constitución.
  
  
Amparo directo en revisión 4034/2013. 13 de agosto de 2014. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló
voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
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PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN PARA EMPLEAR Y
PRESERVAR SU LENGUA NO SE ENCUENTRA ACOTADO A UN ÁMBITO TERRITORIAL.
  
  
La validez de las lenguas indígenas no puede limitarse a territorios definidos, pues precisamente la
pluriculturalidad de nuestro país implica la convivencia de varias culturas y lenguas en un mismo
espacio. Lo anterior es evidente si se toma en cuenta que la población indígena se encuentra
distribuida a lo largo de prácticamente todo el país. Así, el derecho a la lengua no se acota a un
ámbito territorial, pues los derechos humanos tienen vigencia en todo ámbito geográfico, y en todas
las áreas, social, política o cultural.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José  Ramón  Cossío  Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CLIV/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS. INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 230 DE LA
LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN.
  
  
En la Constitución General no se establece que el castellano sea el idioma nacional, sino que se le
da cabida y pleno reconocimiento a las lenguas indígenas. En el orden jurídico nacional, la Ley
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas señala que tanto el español como las
lenguas indígenas son lenguas nacionales. Adicionalmente, la pluriculturalidad demanda la
convivencia de todas las lenguas nacionales, sin establecer regímenes exclusivos o dar
preponderancia o preferencia a alguna de ellas. En consecuencia, la porción normativa del artículo
230 que señala que: "En sus transmisiones, las estaciones radiodifusoras de los concesionarios
deberán hacer uso del idioma nacional", resulta inconstitucional, pues establece el uso de una sola
lengua nacional -entendida ésta como el español- en las estaciones radiodifusoras de los
concesionarios, cuando la Constitución General protege y reconoce de igual manera a las lenguas
indígenas. Así, la porción normativa a la que nos hemos referido genera un efecto contrario a la
integración y cohesión social, pues establece un ámbito acotado y diferenciado para el ejercicio de
los derechos lingüísticos en los medios de comunicación.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón  Cossío  Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CLVI/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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PERSONAS Y PUEBLOS INDÍGENAS. LAS LENGUAS INDÍGENAS TAMBIÉN SON LENGUAS
NACIONALES.
  
  
En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no se establece que el español sea el
idioma nacional, sino que se da cabida y pleno reconocimiento a las lenguas indígenas. Así, de
dicho reconocimiento puede derivar la caracterización de las lenguas indígenas como lenguas
nacionales, más aún, en el artículo 4o. de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos
Indígenas, se prevé que tanto el español como las lenguas indígenas son lenguas nacionales.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CLV/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
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PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO A EMPLEAR Y PRESERVAR SU LENGUA INCIDE EN EL
RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE LA PLURICULTURALIDAD.
  
  
El respeto por la pluriculturalidad incluye el reconocimiento y aceptación de los demás como sujetos
culturalmente diversos y titulares de derechos. En ese contexto, la lengua cobra particular
relevancia, pues funge como vehículo de construcción cultural. En efecto, la lengua es mucho más
que un medio de comunicación. Las lenguas son un medio para expresar la cultura y, a la vez, un
reflejo de la identidad de cualquier grupo. Así, la protección de las lenguas indígenas incide en el
reconocimiento y protección de la pluriculturalidad.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CXLIX/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO A PRESERVAR Y EMPLEAR SU LENGUA DERIVA DEL
DIVERSO A LA LIBRE DETERMINACIÓN Y AUTONOMÍA DE AQUÉLLOS, RECONOCIDO POR
EL ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
El derecho de los pueblos indígenas a preservar y emplear su lengua se encuentra reconocido en el
artículo 2o. de la Constitución General; en la Ley General de los Derechos Lingüísticos de los
Pueblos Indígenas y en los tratados internacionales, de donde es posible derivarlo como derecho
humano. En efecto, del derecho a la libre determinación y a la autonomía de los pueblos indígenas
es posible derivar el derecho de éstos a preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos
los elementos que constituyan su cultura e identidad. Así, todos los mexicanos tienen derecho a
comunicarse en la lengua que hablen sin restricciones, en el ámbito público o privado, en forma oral
o escrita, en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y
cualesquiera otras. Asimismo, en dichas disposiciones se establece un claro deber para el Estado
mexicano de adoptar medidas positivas para preservar y enriquecer las lenguas indígenas.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José  Ramón  Cossío  Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CXLVI/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO A PRESERVAR Y EMPLEAR SU LENGUA TIENE
RELACIÓN CON OTROS DERECHOS.
  
  
El derecho a la lengua de los pueblos y personas indígenas se conecta con el ejercicio de otros
derechos, como el derecho a la no discriminación y el derecho a la libertad de expresión. Asimismo,
refleja el reconocimiento de la composición pluricultural de nuestra Nación. Por un lado, el derecho
a la lengua también cumple con la función de reconocer la diferencia, y tiene como propósito evitar
la discriminación y promover la plena igualdad entre los mexicanos. Por otro, se relaciona con el
derecho de expresarse libremente en cualquier idioma. Finalmente, la protección a las lenguas
indígenas implica el respeto por la pluriculturalidad y la comprensión del otro como sujeto
culturalmente diverso y titular de derechos fundamentales.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CXLVIII/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO HUMANO A PRESERVAR Y EMPLEAR SU LENGUA
DEMANDA ACCIONES POSITIVAS A CARGO DEL ESTADO.
  
  
El derecho a las lenguas de los pueblos indígenas es un derecho cultural que demanda acciones
positivas a cargo del Estado, las cuales deben desarrollarse sobre la base de igualdad y no
discriminación, a través de los principios internacionales de disponibilidad, accesibilidad,
aceptabilidad, adaptabilidad e idoneidad. Lo anterior, en todas las actividades: sociales,
económicas, políticas y culturales.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José  Ramón  Cossío  Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CLII/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN A EMPLEAR Y PRESERVAR SU LENGUA
CONSTITUYE UN DERECHO SOCIAL O CULTURAL CON INCIDENCIA INDIVIDUAL Y
COLECTIVA.
  
  
Si bien el derecho a usar y enriquecer las lenguas indígenas se encuentra reconocido en el artículo
2o., fracción IV, de la Constitución General como un derecho de los pueblos indígenas, el mismo
también tiene una faceta individual, es decir, constituye tanto un derecho de los pueblos como un
derecho de las personas indígenas. En efecto, el lenguaje es un componente esencial de la
identidad de los pueblos y de las personas en lo particular, pues constituye uno de los principales
factores de identificación. Es, por tanto, un derecho social o cultural con incidencia individual y
colectiva.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José  Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CXLVII/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN A EMPLEAR Y PRESERVAR SU LENGUA
INCIDE EN EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN.
  
  
El derecho a la lengua también cumple con la función de reconocer la diferencia, y demanda
acciones tanto negativas como positivas para evitar la discriminación y promover la plena igualdad
entre los mexicanos. El reconocimiento a las distintas lenguas que conviven en el país implica,
además, el respeto a la diversidad; en ese sentido, la lengua no debe ser un factor de
discriminación pues, por el contrario, el Estado debe llevar a cabo todas las actuaciones necesarias
para proteger y permitir su desarrollo.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CL/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PUEBLOS INDÍGENAS. EL DERECHO QUE TIENEN A EMPLEAR Y PRESERVAR SU LENGUA
INCIDE EN EL DERECHO FUNDAMENTAL DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN.
  
  
La libertad de expresión está estrechamente vinculada con el derecho a usar la lengua, pues la
expresión y la difusión de los pensamientos e ideas son indivisibles. Así, una restricción en el medio
por el cual se expresa un mensaje, también es una limitante a la libertad de expresión. Por otro
lado, la tutela efectiva de la libertad de expresión y los derechos lingüísticos de las comunidades
indígenas fomenta una ciudadanía activa en un gobierno democrático. Lo anterior, en tanto que la
libertad de expresión permite que las personas decidan con mayor información lo que les es
conveniente.
  
  
Amparo en revisión 622/2015. Mardonio Carballo Manuel. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José  Ramón  Cossío  Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CLI/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 18 de 26 Fecha de impresión 27/04/2022



Tesis 
 

  Registro digital: 2011956 

  
  
PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DERECHO A SER CONSULTADOS. REQUISITOS
ESENCIALES PARA SU CUMPLIMIENTO.
  
  
De conformidad con los estándares internacionales en materia de protección a los derechos de las
comunidades indígenas, las características específicas del procedimiento de consulta variarán
necesariamente en función de la naturaleza de la medida propuesta y del impacto sobre los grupos
indígenas, por lo que los jueces deberán analizar en cada caso concreto si el proceso de consulta
realizado por las autoridades cumple con los estándares de ser: a) previa al acto, toda vez que debe
llevarse a cabo durante la fase de planificación del proyecto, con suficiente antelación al comienzo
de las actividades de ejecución; b) culturalmente adecuada, ya que debe respetar sus costumbres y
tradiciones, considerando en todo momento los métodos tradicionales que utilizan en la toma de sus
decisiones; en ese sentido, las decisiones que las comunidades indígenas tomen de acuerdo con el
ejercicio de sus usos y costumbres deben respetarse en todo momento, lo que implica que las
autoridades deben llevar a cabo la consulta, a través de medios e instrumentos idóneos para las
comunidades indígenas, de suerte que la falta de acceso a las tecnologías de la información, no
signifique un menoscabo en el ejercicio de este derecho; c) informada, al exigir la existencia de
información precisa sobre la naturaleza y consecuencias del proyecto, debiendo adoptar todas las
medidas necesarias para que sea comprensible, por lo que si así lo requiere el caso concreto,
deberá ser proporcionada en las lenguas o idiomas de las comunidades o pueblos involucrados, así
como con todos los elementos necesarios para su entendimiento, de manera que los tecnicismos
científicos no constituyan una barrera para que las comunidades puedan emitir una opinión; y d) de
buena fe, pues la consulta exige la ausencia de cualquier tipo de coerción por parte del Estado o de
particulares que actúen con su autorización o aquiescencia. Asimismo, debe efectuarse fuera de un
ambiente hostil que obligue a las comunidades o pueblos indígenas a tomar una decisión viciada o
precipitada.
  
  
Amparo en revisión 499/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. Cinco
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad Juan
N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al impacto significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura
García Velasco, María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío.
 
Amparo en revisión 500/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. Cinco
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad Juan
N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al impacto significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 2a. XXIX/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 19 de 26 Fecha de impresión 27/04/2022



García Velasco, María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Semanario Judicial de la Federación
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PERSONAS INDÍGENAS. DEBEN CONTAR CON LA ASISTENCIA DE UN INTÉRPRETE EN SUS
NOTIFICACIONES Y COMPARECENCIAS ANTE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA O JUDICIAL.
  
  
En la tesis aislada 1a. CCCXXIX/2014 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, de título y subtítulo: "PERSONAS INDÍGENAS. LAS PRERROGATIVAS PREVISTAS EN
EL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUEDEN EXIGIRSE EN CUALQUIER TIPO DE JUICIO O
MOMENTO PROCESAL.", se estableció que del artículo 2o., apartado A, fracción VIII, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte el derecho de las personas
indígenas a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado, el cual comprende la atención de sus
costumbres y especificidades culturales, así como que en todo tiempo sean asistidas por intérpretes
y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura, sin importar el tipo de proceso;
también se destacó que ese estándar normativo integraba un sistema de protección especial
reconocido internacionalmente en el artículo 12 del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y
Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, sin distinguir
materia ni momento procesal. Razón por la cual, las personas indígenas deben contar con la
asistencia de un intérprete en sus notificaciones y comparecencias ante la autoridad administrativa
o judicial, pues de esa manera, se salvaguarda el derecho mencionado.
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO
CIRCUITO.
  
  
Queja 2/2017. Alfredo Vázquez Morales y otras. 24 de marzo de 2017. Unanimidad de votos.
Ponente: Mauricio Barajas Villa. Secretario: Samuel Olvera López.
 
Nota: La tesis aislada 1a. CCCXXIX/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial
de la Federación del viernes 3 de octubre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo I, octubre de 2014, página 610.
 
En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada P. XVII/2015 (10a.), de
título y subtítulo: "ACCESO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. FORMA DE
GARANTIZAR EL DERECHO HUMANO RELATIVO TRATÁNDOSE DE PERSONAS INDÍGENAS.",
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a las
10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo
I, septiembre de 2015, página 232.
  
  

Instancia: Tribunales Colegiados
de Circuito

Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: XXII.P.A.6 CS (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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PERSONAS, PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EXIGENCIAS PARA EL ACCESO A LA
JUSTICIA PENAL DESDE UNA PERSPECTIVA INTERCULTURAL.
  
  
Para otorgar eficacia al derecho a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado en el que sean
consideradas las costumbres y especificidades culturales de las personas indígenas, en el ámbito
del proceso penal, se debe determinar cuatro cuestiones: i. Verificar la existencia y vigencia de la
costumbre en los términos alegados por la persona imputada; esto es, si la conducta de que se trata
se refiere a una práctica de la comunidad de la que proviene la persona inculpada. Para ello, las
autoridades judiciales pueden allegarse periciales antropológicas u otros medios de prueba lícitos,
como actas de la comunidad o consejos de ancianos; ii. Considerar las particulares necesidades de
protección del sujeto de derecho y el contexto cultural en que éste se desarrolla y ocurre la
conducta, esto es: a) tomar en consideración las características propias que diferencian a los
miembros de los pueblos indígenas de la población en general y que conforman su identidad
cultural al momento de interpretar los derechos que les asisten; b) garantizar la presencia de un
defensor y de un intérprete de la lengua y de la cultura indígena a la que pertenece la persona,
pueblo o la comunidad en cuestión, y c) facilitar la defensa adecuada y promover la participación de
la persona, pueblo o comunidad indígena dotándole de información, en su lengua y de conformidad
con su cultura, sobre el estado del proceso judicial en que intervienen; iii. Determinar si la
costumbre documentada, resulta válida; es decir, no contraviene las prohibiciones absolutas en
materia de derechos humanos, ni ocasiona una restricción ilegítima que no pueda justificarse como
necesaria en una sociedad multicultural, y iv. Precisar qué papel tiene la costumbre en el proceso
judicial. Así, en el proceso penal, se debe determinar en qué elemento del delito debe ponderarse la
costumbre o especificidad indígena, esto es, decidir si constituye una excluyente de
responsabilidad, una atenuante o si debe evaluarse para efectos del establecimiento de la pena.
  
  
Amparo directo en revisión 5465/2014. 26 de abril de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien
reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien
formuló voto particular. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortiz.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCCI/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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RECURSO DE APELACIÓN. CUANDO LA RECURRENTE NO ACREDITE SU PERSONALIDAD
TRATÁNDOSE DE UNA COMUNIDAD INDÍGENA, ANTES DE INADMITIRLO, LA SALA DEBE
ACATAR LO PRESCRITO EN EL ARTÍCULO 68 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS
CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO Y REQUERIR A LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS
RESPECTIVAS PARA QUE PROPORCIONEN LA DOCUMENTACIÓN DE LA QUE SE
DESPRENDA QUIÉN OSTENTA SU REPRESENTACIÓN, ATENTO AL DERECHO A LA TUTELA
JUDICIAL EFECTIVA.
  
  
Hechos: En un amparo directo se reclamó la determinación dictada en segunda instancia, en la
cual, a causa de que los recurrentes no acreditaron su personalidad se inadmitió de plano la
apelación interpuesta por la comunidad indígena actora.
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando la parte recurrente no
acredite su personalidad en la segunda instancia, tratándose de una comunidad indígena, antes de
inadmitir el recurso de apelación, debe acatarse lo prescrito en el artículo 68 bis del Código de
Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y requerir a las autoridades administrativas respectivas
para que proporcionen la documentación de la que se desprenda quién ostenta su representación y,
simultáneamente, dar oportunidad a dicha parte que exhiba las constancias correspondientes, a fin
de salvaguardar su derecho a la tutela judicial efectiva.
 
Justificación: Lo anterior, porque el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos prescribe el goce de los derechos humanos reconocidos en la Norma Fundamental y en
los tratados internacionales de los cuales México es Parte, lo que equipara éstos a las normas
constitucionales, conformando un bloque de constitucionalidad, en la medida en que forman parte
de su contenido, integrando una unidad exigible o imponible a todos los actos u omisiones que
puedan ser lesivos de derechos fundamentales; en su artículo 2o. reconoce la composición
pluricultural de nuestra Nación, entendiendo por comunidades y pueblos indígenas a aquellas que
formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen
autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres; precepto que en su apartado A,
fracción VIII, les reconoce y garantiza, entre otros, el derecho a la libre determinación y, en
consecuencia, a la autonomía para acceder plenamente a la jurisdicción del Estado; para lo cual, en
todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar
en cuenta sus costumbres y especificidades culturales; además, ser asistidos por intérpretes y
defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura; protección prevista también en el
Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT) y en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de
los Pueblos Indígenas, principalmente, en sus artículos 12 y 40, respectivamente. Ahora bien, el
artículo 68 bis del código citado prescribe que en los procedimientos donde intervengan personas
que aleguen tener la calidad de indígenas, tal carácter se acreditará con la sola manifestación de

Instancia: Tribunales Colegiados
de Circuito

Undécima Época Materia(s): Civil

Tesis: III.2o.C.127 C (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada
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quien la haga, o bien, ante la duda o cuando fuere cuestionada en juicio, se solicitará por conducto
de la Comisión Estatal Indígena a las autoridades comunitarias la expedición de la constancia que
acredite la pertenencia del individuo a un determinado pueblo o comunidad; además, de los
artículos 422 a 430 y 434 a 451 de ese ordenamiento, no se advierte que la Sala rectora de la
instancia impugnativa esté facultada para inadmitir de plano la apelación ante la falta de la
demostración de la personalidad de los recurrentes, ni se precisa cómo debe proceder en el
supuesto que no se acredite tratándose de una comunidad indígena.
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 371/2020. 19 de abril de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Miguel Ruiz
Matías. Secretario: Marco Antonio Correa Morales.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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